El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto de 25 de septiembre de 2019

Radicación Nro.:
66001-31-05-004-2018-00162-01

Proceso:

Ordinario Laboral  

Demandante:

Yul Jaider Pinzón Amaya

Demandados:

Edilberto Antonio Giraldo Rodríguez

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
PRUEBAS / OBLIGACIÓN DE LA PARTE DEMANDADA DE ALLEGAR CON LA CONTESTACIÓN LOS DOCUMENTOS PEDIDOS EN  LA DEMANDA / RESTRICCIÓN A LA APLICACIÓN ANALÓGICA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 145 DEL CÓDIGO PROCESAL DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL.
El artículo 31 del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 18 de la ley 712 de 2001, señala la forma y requisitos de la contestación de la demanda, dentro de los que se cuenta la obligación de la parte demandada de aportar los documentos relacionados en la demanda que se encuentren en su poder. (…)
Como puede evidenciarse, la norma en ninguna parte impone la obligación de la parte actora de adelantar actuaciones previas a la demanda para lograr que los llamados a juicio aporten con la contestación documentos que se encuentran en su poder. (…)
En el presente asunto, la parte actora desde el libelo inicial hizo alusión a que los medios de prueba de carácter documental que requería para demostrar los hechos de la demanda y la existencia de la relación laboral se encontraban en poder de la parte demandada, por lo tanto solicitó que, en los términos del artículo 18 de la Ley 712 de 2001, los allegaran a la actuación con las contestación de la demanda. (…)

… lo que correspondía era, en la audiencia del artículo 77 del CPT y SS subsanar el yerro, no retrotrayendo la actuación para inadmitir la contestación, sino, en aplicación de los principios de celeridad y económica procesal y, toda vez que el actor en su capítulo de pruebas de la demanda solicitó de manera subsidiaria la exhibición de documentos, decretar la práctica de la misma, con lo cual se hubiese corregido la falencia que se presentó en el procedimiento.
Todo lo dicho guarda coherencia con el sistema procesal del trabajo si en cuenta se tiene que la aplicación analógica a la que hace alusión el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y que remite al Código General del Proceso tiene una limitante, que no es otra que la inexistencia de disposiciones especiales en el primero…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve a las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor Yul Jaider Pinzón Amaya en contra de la auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 27 de febrero 2019, dentro del proceso que le promueve a Edilberto Antonio Giraldo Rodríguez y la Cooperativa de Taxis de Risaralda Ltda., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2018-00162-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Con el fin de que se declare le existencia de un contrato de trabajo entre él y Edilberto Antonio Giraldo Rodríguez y la Cooperativa de Taxis de Risaralda –Covichoralda- y le sean canceladas prestaciones y acreencias laborales que se originaron en virtud a dicho vínculo, el señor Yul Jaider Pinzón Amaya, acudió a la justicia laboral.
Para lograr tal cometido pormenorizó en su demanda los hechos en que fundamenta su acción y señaló las pruebas que pretende hacer valer en su favor, dentro de las que se cuenta la prueba documental consistente en la solicitud a la parte demandada que con la contestación de la demanda aportara los siguientes instrumentos:
Covichoralda

1. Copias de modelos de contratos que se han presentado a las autoridades competentes para para la vinculación de vehículos desde el año 2011 al 2018.
2. Copia de los contratos de vinculación del vehículo de placas SJU-6555, suscritos con todos lo que fungieron como propietarios del mismo desde el año 2011 a la fecha.

3. Copia de la tarjeta de operación expedida por la autoridad de transporte competente, donde se oficializó la incorporación del vehículo al parque automotor de la empresa.

4. Tarjetas de control expedidas a Yul Jaider Pinzón Amaya desde el año 2011.

5. Copia de las remisiones trimestrales de información, rendidas ante la autoridad competente hasta la fecha, donde se relacionen los datos descritos en los literales a, b,  y c del artículo 52 del Decreto 172 de 2001.
6. Copia de los contratos u otros documentos suscritos entre Covichoralda y el actor por medio de los cuales se vinculó como conductor.

7. Certificación de la fecha en que el actor comenzó a prestar sus servicios a la citada cooperativa y a los propietarios del vehículo de placas SJU-655
8. Copia de las planilla de pago de aporte a la seguridad social hechos a su favor por la cooperativa y los propietarios del referido automotor.

9. Copia de la liquidación de prestaciones sociales realizada por la empresa y los propietarios del mencionado automóvil.

10. Copia del reglamento interno de trabajo y de los estatutos de la empresa.

Edilberto Antonio Gaviria Fernández.

Que en calidad de propietario del vehículo SJU-655 aporte los documentos relacionados en los numerales 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9 del acápite anterior.

Para justificar la prueba señaló la imposibilidad de que estuvieran en su poder y los considera necesarios para probar los hechos de la demanda en especial la existencia de un contrato de trabajo.

Instalada la Audiencia Obligatoria de Conciliación, de Decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, la juez de la causa negó su decreto basada en la inactividad de la parte, al considerar que según lo previsto en el artículo 173 del Código General de Proceso, es preciso que la parte que pretende la prueba gestione su obtención “directamente o por medio de derecho de petición”.
Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió haciendo notar que si bien el artículo 173 del Código General del Proceso establece que las pruebas a decretar son aquéllas que no le haya sido posible conseguir a la parte demandante al momento de iniciar el proceso, hay que tener claridad que hay elementos de juicio que solamente le es posible suministrar a la parte demandada en cuanto es quien puede disponer de ellas como ocurre en el caso del reglamento interno de trabajo y los estatutos, entre otros.

Señaló además que en efecto solicitó la prueba documental que ahora pretende se decrete, a través del derecho de petición, el que no oporto en su momento, pero que hará llegar con posterioridad al juzgado.

Concedido el recurso en el efecto devolutivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S, procede la Sala a resolver lo pertinente.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis plantea a la Sala los siguientes los problemas jurídicos:

¿Debía el actor acreditar que gestionó la obtención de la prueba documental solicitada en su demanda, antes de la iniciación del proceso para que proceda su decreto?

1. DE LAS OPORTUNIDADES PROBATORIAS
Dispone el artículo 13 del Código General del Proceso que “Las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa en la Ley”.

Es claro entonces, que las normas que regulan los diversos procedimientos deben ser rigurosamente observadas tanto por las partes como por los funcionarios judiciales, lo cual implica, indefectiblemente, la observancia del debido proceso como una garantía para los sujetos procesales. 

Es así que el artículo 173 del Código General del Proceso impone la carga a las partes de respetar y cumplir con las oportunidades y el trámite previamente determinados para solicitar pruebas, con independencia de que los términos procesales conferidos para tal fin, les resulten escasos.  Dice la citada norma: 

“Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señaladas para ello en este Código

(…) El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, que lo que deberá acreditarse sumariamente”

De acuerdo con la norma en cita, resulta notorio que su finalidad es lograr la efectiva celeridad y economía procesal dentro del proceso oral, concentrando la etapa probatoria de manera tal que al momento del decreto de pruebas, sólo ordenen aquéllas que las partes estuvieron en imposibilidad de conseguir por sí mismas.

2. FORMAS Y REQUISITOS DE LA CONTESTACIÓN.

El artículo 31 del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 18 de la ley 712 de 2001, señala la forma y requisitos de la contestación de la demanda, dentro de los que se cuenta la obligación de la parte demandada de aportar los documentos relacionados en la demanda que se encuentren en su poder.

Establece la misma disposición en el parágrafo 3º que “cuando la contestación de la demanda no reúna los requisitos de este artículo o no esté acompañada de los anexos, el juez le señalará los defectos de que ella adolezca para que el demandado los subsane en el término de cinco (5) días (…)”.
Como puede evidenciarse, la norma en ninguna parte impone la obligación de la parte actora de adelantar actuaciones previas a la demanda para lograr que los llamados a juicio aporten con la contestación documentos que se encuentran en su poder.

3. DEL CASO CONCRETO

En el presente asunto, la parte actora desde el libelo inicial hizo alusión a que los medios de prueba de carácter documental que requería para demostrar los hechos de la demanda y la existencia de la relación laboral se encontraban en poder de la parte demandada, por lo tanto solicitó que, en los términos del artículo 18 de la Ley 712 de 2001, los allegaran a la actuación con las contestación de la demanda.

Frente a tal solicitud, con la contestación de la demanda, tanto la Cooperativa de Taxis de Risaralda Ltda – Covichoralda y el señor Edilberto Antonio Giraldo Rodríguez debieron aportar los documentos solicitados por el demandante o, de no tenerlos o no poderlos aportar, hacer la manifestación en tal sentido, dando las justificaciones del caso, como en efecto lo hizo el último de los nombrados – fl 25. 
Ahora bien, como la Cooperativa de Taxis de Risaralda Ltda. – Covichoralda guardó silencio al respecto, era necesario un pronunciamiento de la funcionaria de primer grado, en los términos del parágrafo 3º del artículo 31 del CPT y SS, requiriendo a dicha sociedad para que en el término de cinco (5) días aportara los documentos solicitados, o diera las justificaciones del caso.
Pero como quiera que así no obró el juzgado, lo que correspondía era, en la audiencia del artículo 77 del CPT y SS subsanar el yerro, no retrotrayendo la actuación para inadmitir la contestación, sino, en aplicación de los principios de celeridad y económica procesal y, toda vez que el actor en su capítulo de pruebas de la demanda solicitó de manera subsidiaria la exhibición de documentos, decretar la práctica de la misma, con lo cual se hubiese corregido la falencia que se presentó en el procedimiento.

Todo lo dicho guarda coherencia con el sistema procesal del trabajo si en cuenta se tiene que la aplicación analógica a la que hace alusión el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y que remite al Código General del Proceso tiene una limitante, que no es otra que la inexistencia de disposiciones especiales en el primero, en ese sentido es claro entonces que existiendo norma procesal laboral que determina la obligación de la parte demandada de aportar los documentos relacionados en la demanda que se encuentran en su poder -numeral 2º del parágrafo 1º de artículo 31 del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social-, mal haría la Sala en imponer a la parte actora, por analogía, una carga que no contempla la norma especial.

Lo anterior no quiere decir que se desconozca las previsiones de normatividad procesal civil, no, de lo que se trata es de que en el caso de documentos que están en poder de la parte demandada, éstos, de pedirlo el demandante, a menos que exista justificación para no hacerlo, sean aportados con la contestación de la demanda, sin más requerimientos que estar relacionadas en el libelo inicial.  Para las demás pruebas, salvo norma especial, deberá observarse lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 173 del CGP.

En el anterior orden de ideas, se revocará la providencia apelada en lo pertinente, para en su lugar ordenar el decreto y la práctica de la exhibición de documentos, en los términos solicitados por la parte actora.
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR PARCIALMENTE el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 27 de febrero de 2019.

SEGUNDO. DECRETAR como prueba la exhibición de documentos pedida por el señor Yul Jaider Pinzón Amaya.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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